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RECURSO DE REVISIÓN 806/2017-2.

COMISIONADO PONENTE: 

paulina sánchez pérez del pozo.
ENTE OBLIGADO:

COMISIÓN ESTATAL DE GARANTÍA DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ.

San Luis Potosí, San Luis Potosí. Acuerdo del Pleno de la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública, correspondiente a la Sesión Extraordinaria 31 treinta y uno de enero de 2018 dos mil dieciocho. 
VISTOS, para resolver, los autos del recurso de revisión identificado al rubro; y
R E S U L T A N D O:

PRIMERO. Solicitud de acceso a la información pública. El 13 trece de noviembre de 2017 dos mil diecisiete, el hoy recurrente solicitó a la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública del Estado lo siguiente:

“Solicito, conocer, saber, Acceso, consulta a las Normativas que EXISTAN y en caso de NO EXISTIR me lo hagan saber y dar a conocer de manera escrita con una respuesta que tenga fundamentación y motivación, respecto a lo siguiente:
A. LAS INSTITUCIONES EDUCATIVAS O ESCUELAS DE EDUCACIÓN SUPERIOR PUBLICAS DEL ESTADO O DEL PAIS QUE NO ESTEN DOTADAS DE AUTONOMIA………
SOLAMENTE SEAN PUBLICAS Y PERTENENCIENTES A LA SECRETARIA DE EDUCACION PUBLICA, SECRETARIAS DE EDUCACION DE LOS GOBIERNOS DE LOS ESTADOS Y MAS DEPENDENCIAS GUBERNAMENTALES: FEDERAL, ESTATAL O MUNICIPAL.. TIENEN OBLIGACION  DE:

1. SER SUJETOS OBLIGADOS CONFORME A LAS LEYES DE TRANSPARENCIA: General o Local vigente. 

2.DEBEN PONER A DISPOSICIÓN DEL PUBLICO EN GENERAL Y PUBLICAR DE OFICIO COMPLETA Y ACTUALIZADA LA INFORMACION EN LOS MEDIOS ELECTRONICOS ….LAS EVALUACIONES DE SUS DOCENTES O CUERPO DOCENTE. 
3. DEBE HACER LO MISMO DEL PUNTO: 2 DOS, CON LOS RECURSOS PUBLICOS QUE RECIBEN DE LA FEDERACIÓN, DEL ESTADO O DEL MUNICIPIO.” (sic.) 


SEGUNDO. Respuesta a la solicitud de acceso a la información pública. El 23 veintitrés de noviembre de 2017 dos mil diecisiete, la Unidad de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, notificó al particular la respuesta a su escrito de solicitud de información mediante un escrito de fecha 23 veintitrés de noviembre de 2017 dos mil diecisiete, signado por Fátima Adriana López Martínez de la Unidad de Verificaciones del Sistema Estatal de Documentación y Archivo y del Director Jurídico todos de la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública del Estado, respectivamente, en las que se otorgó las respuestas siguientes:

UNIDAD DE VERIFICACIONES SISTEMA ESTATAL DE DOCUMENTACIÓN Y ARCHIVO. 

“En relación a lo solicitado, en cuanto a las preguntas dos y tres de su solicitud de información, se le informa que todos los sujetos obligados deben poner a disposición del público y en la Plataforma Estatal de Transparencia y Plataforma Nacional de Transparencia las obligaciones comunes que establece la misma Ley contenidas en los artículos 84 y las obligaciones especificas; en este caso le competen el articulo 85 fracción I, de la misma ley.  
Dichas obligaciones que deben estar publicadas en los medios electrónicos señalados y que le son aplicables a los sujetos obligados que menciona en su solicitud de información se encuentran contenidos en el Acuerdo CEGAIP-216/2017, S.E., aprobado Sesión Extraordinaria de Consejo del 8 de marzo del año en curso en el cual se aprueba las tablas de aplicabilidad que indican que fracciones del artículo 84 de la Ley de Transparencia le son aplicables a cada sujeto obligado. 

En cuanto a las evaluaciones de sus docentes o cuerpo docente, en las obligaciones comunes no se establece como tal dicha información, empero esto no exime a los sujetos obligados a proporcionar dicha información en caso de que se sea solicitado; resulta necesario puntualizar que la información de mérito se encuentra contenida en el artículo 89 fracción VIII, de la Ley en cita, no obstante dicho artículo es aplicable únicamente para las instituciones que educación  superior públicas dotadas de autonomía.

En cuanto a los recursos públicos que reciben de la federación, estados y municipios, todos los sujetos obligados deberán publicar de manera electrónica, lo que, según el acuerdo de tablas de aplicabilidad, le haya conferido, es decir, que derivado de lo establecido en el acuerdo citado se establece o no la obligación de publicar este tipo de información.”

  
DIRECTOR JURIDICO DE LA COMISIÓN ESTATAL DE GARANTÍA DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA DEL ESTADO.


“(…)
Ahora, en respuesta a dicho punto y de conformidad con el artículo 6°, apartado A, fracción I de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, establece que:

Artículo. 6o …
[…]
A. Para el ejercicio del derecho de acceso a la información, la Federación y las entidades federativas, en el ámbito de sus respectivas competencias, se regirán por los siguientes principios y bases:
I. Toda la información en posesión de cualquier autoridad, entidad, órgano y organismo de los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, órganos autónomos, partidos políticos, fideicomisos y fondos públicos, así como de cualquier persona física, moral o sindicato que reciba y ejerza recursos públicos o realice actos de autoridad en el ámbito federal, estatal y municipal, es pública y sólo podrá ser reservada temporalmente por razones de interés y seguridad nacional, en los términos que fijen las leyes. En la interpretación de este derecho deberá prevalecer el principio de máxima publicidad. Los sujetos obligados deberán documentar todo acto que derive del ejercicio de sus facultades, competencias o funciones, la ley determinará los supuestos específicos bajo los cuales procederá la declaración de inexistencia de la información. 
Y, en lo que toca a la Ley de General de Transparencia y Acceso a la Información Pública en sus artículos 11 y 12 refiere que:

ARTÍCULO 11. Toda la información en posesión de los sujetos obligados será pública, completa, oportuna y accesible, sujeta a un claro régimen de excepciones que deberán estar definidas y ser además legítimas y estrictamente necesarias en una sociedad democrática.
ARTÍCULO 12. Toda la información pública generada, obtenida, adquirida, transformada o en posesión de los sujetos obligados es pública y será accesible a cualquier persona, para lo que se deberán habilitar todos los medios, acciones y esfuerzos disponibles en los términos y condiciones que establezca esta Ley, la Ley Federal y las correspondientes de las Entidades Federativas, así como demás normas aplicables. 

Y en la Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado en sus artículos 11 y 12 establecen que:

ARTÍCULO 11. Toda la información en posesión de los sujetos obligados será pública, completa, oportuna y accesible, sujeta a un claro régimen de excepciones que deberán estar definidas y ser además legítimas y estrictamente necesarias en una sociedad democrática. 

ARTÍCULO 12. Toda la información pública generada, obtenida, adquirida, transformada o en posesión de los sujetos obligados es pública y será accesible a cualquier persona, para lo que se deberán habilitar todos los medios, acciones y esfuerzos disponibles en los términos y condiciones que establezca esta Ley; la Ley General; así como demás normas aplicables.
En el caso, las instituciones educativas que pertenecen tanto a las Secretarías de Educación Pública tanto federal como estatal- y que no son autónomas- son sujetos obligados en términos de los artículos citados, por ello, la información que generen, obtengan, adquieran, transformen o en su posesión será en principio pública, con sus excepciones de aquélla que sea confidencial o reservada (…)” (sic). 

TERCERO. Interposición del recurso. El 30 treinta de noviembre de 2017 dos mil diecisiete, el solicitante de la información interpuso el recurso de revisión por estar inconforme con la respuesta del sujeto obligado a su solicitud de acceso a la información pública mencionada en el punto anterior, por medio del cual señaló como inconformidad lo siguiente:


“ (…)
Recibí respuesta con escrito de fecha 23-NOV-2017, DIRIGIDO a un SOLICITANTE: XXXXX, debido a que se IGNORA mí Nombre o así lo LEGISLARON.
Respecto a los TRES (3) Puntos solicitados:  La Unidad de Verificaciones del S.E.D.A., dice:

A. TODOS LOS SUJETOS OBLIGADOS DEBEN PONER A DISPOSICIÓN DEL PUBLICO Y PLATAFORMAS: ESTATAL Y NACIONAL LAS “OBLIGACIONES COMUNES” DEL ARTICULO 84 DE LA LEY DE LA MATERIA APLICABLES A CADA SUJETO OBLIGADO, ASI COMO LAS OBLIGACIONES ESPECIFICAS, EN ESTA CASO COMPETEN LAS DEL ART. 85 FRACC. I (EJECUTIVO DEL ESTADO). 
B. LAS OBLIGACIONES DEBEN ESTAR PUBLICADAS EN MEDIOS ELECTRONICOS SEÑALADOS Y APLICABLES A LOS SUJETOS OBLIGADOS (S.E.P.,S.E.G.E.,S.E.E.R.) Y SE ENCUENTRAN EN LAS “RABLAS DE APLICABILIDAD” DEL ACDO.CEGAIP-216-2017 DE 08-MARZO-2017, DE LAS FRACCIONES DEL ART. 84 DE LA LEY DE LA MATERIA.   

C. EN CUANTO A LAS EVALUACIONES DE SUS DOCENTES O CUERPO DOCENTE, EN LAS “OBLIGACIONES COMUNES” NO SE ESTABLECEN COMO TAL DICHA INFORMACION, ES NECESARIO DECIR Y ACLARAR: QUE LAS OBLIGACIONES COMUNES: SI LO ESTABLECEN Y ES PRECISAMENTE EN LA FRAACION: XLVII, DEL ARTICULO XLVII, DEL ART.84, DICE: TODAS LAS EVALUCIONES Y ENCUESTAS QUE HAGAN LOS SUJETOS OBLIGADOS A PROGRAMAS FINANCIADOS CON RECUROS PUBLICOS. 

ESTO MISMO LO DICE LA LEY GENERAL DE TRANSPARENCIA VIGENTE, EN SU ARTICULO: 70, FRACCION; XL, DICE: TODAS LAS EVALUACIONES Y ENCUESTAS QUE HAGAN LOS SUJETOS OBLIGADOS A PROGRAMAS FINANCIADOS CON RECURSOS PUBLICOS.

Pero además en las “TABLAS DE APLICABILIDAD” que me anexaron en la página No. siete (7) en el PE-027, se encuentra el S.E.E.R. y las Fracciones que le APLICAN son 48 de las 53, dentro de las que SI APLICAN ESTA LA FRACCION: XLVII. La que menciona las EVALUACIONES.

Es necesario y primordial que se tenga conocimiento sobre el “PROGRAMA DE ESTIMULOS AL DESEMPEÑO DOCENTE”, que se lleva a cabo en la BECENE, -porque este como ya es del conocimiento del PLENO DE LA CEGAIP, por la INMENSIDAD de Quejas y Recursos de Revisión sobre este PROGRAMA QUE ES FINANCIADO POR EL GOBIERNO ESTATAL CON APORTACIONES DE RECURSOS PUBLICOS POR MAS DE $600,000.00 (SEISCIENTOS MIL PESOS), procedentes de los Impuestos PAGADOS por los ciudadanos, porque precisamente TODAS LAS EVALUCIONES SON LAS QUE DETERMINAN A QUE DOCENTES SE LES ENTREGAN LOS RECURSOS PUBLICOS A QUE SON ACREEDORES Y EL FINANCIMIANTO O APORTACIONES SON DE RECURSOS PUBLICOS DEL GOBIERNO ESTATAL. 
Continuación del INCISO: C., EMPERO ESTO NO EXIME A LOS SUJETOS OBLIGADOS A PROPORCIONAR DICHA INFORMACION……SOLO EN EL CASO DE SER SOLICITADA. 
También mencionada el Art. 89 y su Fracc. VIII, donde se habla de las Instituciones de Educación Superior Públicas DOTADAS DE AUTONOMIA…….Pero esto No lo solicite, por tal motivo NO ES TOMARSE EN CUENTA. 
Con todo lo antes escrito y ACLARADO….Considero que la Respuesta resulto INCOMPLETA Y NO ESTA DEBIDAMENTE FUNDAMENTADA NI MOTIVADA por ese Órgano Público Autónomo, esto porque la Respuesta del INAI fue CORRECTA Y COMPLETA, FUNDAMENTADA Y MOTIVADA: Con el Art. 70 y Fracc.XL.

Por lo que toca a los RECUROS PUBLICOS, la respuesta fue aceptable, debido a que es y coincide con la respuesta del INAI….TODOS LOS RECURSOS PUBLICOS DEBEN SER PUESTOS A DISPOSICIÓN DEL PUBLICO Y PUBLICAR LOS EN MEDIOS ELECTRONICOS…..Lamentablemente los sujetos obligados: NO CUMPLEN Y EL EJEMPLO ES EL DIRECTOR DE LA BECENE…..Quien con sus NORMATIVAS INTERNAS……DICE: NO ESTAR OBLIGADO A CUMPLIR CON LA LEY DE LA MATERIA, DE ARCHIVOS Y MAS……..Pero es porque así se lo PERMITE EL GOBERNADOR DEL ESTADO…RESPONSABLE DE LA EDUCACIÓN ESTATAL, AL IGUAL QUE LA CEGAIP….porque CUMPLE LAS RESOLUCIONES CUANDO QUIERE, CON TARDANZA DE DIAS, MESES Y AÑOS. 
Respecto a las OBLIGACIONES DE LOS SUJETOS OBLIGADOS del Punto UNO (1) el escrito fue dirigido al solicitante de la Información (EL INNOMBRABLE), firmado por el Director Jurídico de la CEGAIP, Respuesta que fue Fundamentada y Motivada con numerales de la Ley General y Local, tal como lo hizo el INAI, estoy satisfecho y conforme, pero las  otras respuestas de la CEGAIP…fueron INCOMPLETAS Y NO FUNDAMENTADAS NI MOTIVADAS, menos se tuvo una LECTURA INTEGRAL de las Obligaciones de Transparencia Comunes y el Artículo 84 con sus 53 Fracciones y del Artículo 70 de la Ley General en sus 46 Fracciones, por lo que NO tuvo una Lectura de la Fraccion XL. 
(…)” (sic).
CUARTO. Trámite del recurso de revisión ante esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública. Mediante auto de fecha 01 uno de diciembre de 2017 dos mil diecisiete, la Presidencia de esta Comisión de Transparencia tuvo por recibido el recurso de revisión por lo que se le asignó el número RR 806/2017-2, al aludido recurso y, por razón de turno, toco conocer a la ponencia de la Licenciada Paulina Sánchez Pérez del Pozo, por lo que se le turnó dicho expediente para que procediera, previo su análisis, a su admisión o desechamiento según fuera el caso; asimismo si el mismo cumple con los requisitos de interés y trascendencia para actuar en los términos del artículo 182 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública. 
QUINTO. Auto de admisión y trámite. El 06 seis de diciembre de 2017 dos mil diecisiete, el Comisionado Ponente acordó la admisión del recurso de revisión interpuesto por el recurrente, contra actos de la COMISIÓN ESTATAL DE GARANTÍA DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ, POR CONDUCTO DEL PRESIDENTE, A TRAVÉS DEL TITULAR DE LA UNIDAD DE TRANSPARENCIA, DEL TITULAR DE LA UNIDAD DE VERIFICACIONES DEL SISTEMA ESTATAL DE DOCUMENTACIÓN Y ARCHIVO CEGAIP Y DEL DIRECTOR JURÍDICO, por actualizarse la hipótesis establecida en la fracción IV y XII del artículo 167 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado. 
Se puso a disposición de las partes el expediente para que en un plazo máximo de 7 siete días manifestaran lo que a su derecho conviniera –ofrecer pruebas y alegar– que estimara pertinentes en relación con los agravios hechos valer por el recurrente.
Asimismo, en el contexto del mismo proveído se concluyó que el asunto que nos ocupa adolece de los requisitos de interés y trascendencia para actuar en los términos del artículo 182 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública.  


SEXTO. Rendición del informe del sujeto obligado. El 10 diez de enero de 2018 dos mil ocho, el comisionado ponente tuvo por recibido tres oficios, el primero de ellos número Cegaip-R-UT-019/17, el segundo de ellos sin número y el tercero con número SEDA-DG-03/2018, signado respectivo Titular de la Unidad de Transparencia de la CEGAIP, Director Jurídico de la CEGAIP y la Jefa de la Unidad de Verificaciones del Sistema Estatal de Documentación y Archivo de la CEGAIP, mediante el cual, en la parte conducente del mismo, manifestó literalmente lo siguiente:


UNIDAD DE VERIFICACIONES SISTEMA ESTATAL DE DOCUMENTACIÓN Y ARCHIVO.

“De la respuesta que se le proporcionó sobre el punto 2, se le indicó al solicitante que las evaluaciones de sus docentes o cuerpo docente, en las obligaciones comunes no se establece como tal dicha información, empero esto no exime a los sujetos obligados a proporcionar dicha información en caso que les sea solicitado.


En se recurso el quejoso señala que la respuesta es incompleta ya que las fracciones XX y XLVII del artículo 84 de la Ley de Transparencia del estado contempla dicha obligación, no obstante, al realizar e análisis de dichas fracciones, y de acuerdo a lo estableció en los Lineamientos Técnicos Generales para la Publicación, Homologación y Estandarización de la Información de las Obligaciones Establecidas en el Título Quinto y en la fracción IV del Artículo 31 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, establece en su artículo 70 fracciones XV, y su similar artículo 84 fracción XX  de la Ley de Transparencia del Estado, refieren que dicha información refiere a todos los programas que desarrolla o regula y que impliquen subsidios, estímulos y apoyos en efectivo o en especie, esto se traduce en programas que, de acuerdo con la correspondiente normatividad, los sujetos obligados dirijan a la población  para incidir en su bienestar y hacer efectivos sus derechos, esto es que refiere a programas sociales que en su caso van dirigidos a los ciudadanos, y en el caso no aplica para la información que fue solicitada por el quejoso, y que refiere a las evaluaciones a los docentes o su cuerpo docente. 

Para el caso del artículo 70 articulo XL, y su correlativo artículo 84 fracción XLVII de la Ley de Transparencia del Estado, que menciona al quejoso en su recurso de revisión, dicha fracción refiere a información que los sujetos obligados regulados por le Ley General de Contabilidad Gubernamental y por las disposiciones que emita el Consejo Nacional de Armonización Contable publiquen la información relacionada con los resultados de las evaluaciones de los programas a su cargo, de conformidad con los plazos y los términos previstos para tales efectos en el artículo 79 de la referida ley así como en la Norma para establecer el formato para la difusión de los resultados de las evaluaciones de los recursos  federales ministrados a las entidades federativas, aplicables a la Federación, las entidades federativas, los municipios y, en su caso, las demarcaciones territoriales de la Ciudad de México, publicada por el Consejo Nacional de Armonización Contable, en el Diario Oficial de la Federación del 4 de abril de 2013, o sus subsecuentes modificaciones. 

En relación al párrafo anterior, las evaluaciones que refieren son las derivadas del Plan Nacional de Desarrollo orientados al logro de la eficiencia, eficacia, económica y calidad en la Administración Pública Federal, y al impacto social del ejercicio del gasto público, tales como la evaluación de consistencia y resultados evaluación de indicadores, evaluación de procesos, evaluación de impacto, evaluación especifica y evaluación estratégica, esto, de conformidad con los artículos quinto y décimo sexto de los Lineamientos Generales para la Evaluación de los Programas Federales de la Administración Pública Federal. 

En virtud de lo anterior, es que se le indicó al ahora quejoso que en las obligaciones comunes del artículo 84 de la Ley de Transparencia del Estado no encuadraba la información relativa a las evaluaciones docentes y se le informó de igual manera que dicha información se encontraba establecida dentro de las obligaciones especificas del artículo 89 fracción VIII, de la Ley en cita, no obstante, como se le dijo este artículo es aplicable únicamente para las instituciones que educación superior públicas dotadas de autonomía. 

En relación a los recursos públicos, punto número 3 de la solicitud de información, el quejoso manifestó que la respuesta que se le proporcionó fue aceptable, motivo por el cual no se emite pronunciamiento de la misma. 

(…)”


DIRECTOR JURIDICO DE LA CEGAIP.
“(…)
Ante todo es necesario precisar a la ponencia, que de la solicitud de acceso a la información pública de la cual deriva el presente recurso, el suscrito como director jurídico únicamente conteste el punto uno de dicha solicitud, en virtud de que era la respuesta que a esta dirección le competía responder. 
Así, del escrito de agravios del recurrente y, como él mismo lo expresó no se advierte que se inconforme en contra de la respuesta otorgada al punto uno de la solicitud de acceso a la información pública y que reitero, es al que esta dirección le correspondía responder, al grado de que al mismo recurrente manifiesta estar satisfecho, por tal razón, de manera muy atenta solicito que en su momento y, en términos del artículo 175, fracción II de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado confirme la respuesta.
(…)”

En cuanto al recurrente, no compareció a realizar las manifestaciones que a su derecho conviniera, por lo que en el contexto del mismo proveído se ordenó elaborara el proyecto de resolución correspondiente y, 
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO. Competencia. Esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública es competente para conocer del presente asunto, de acuerdo con los artículos 6, párrafo cuarto, apartado A, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 17, fracción III, párrafo tercero, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí; 27, primer párrafo, 34, fracciones I y II, 35, fracción I, y 175 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública de este Estado. 

SEGUNDO. Procedencia. El recurso de revisión es procedente en términos del artículo 166 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública, en virtud de que fue interpuesto en tiempo y se encuentran satisfechos los requisitos que establece la misma; asimismo el recurrente se inconformó en contra de la respuesta a su solicitud de información por parte del sujeto obligado.

TERCERO. Caso Concreto. Con el objeto de ilustrar la controversia planteada y lograr claridad en el tratamiento del tema en estudio, resulta conveniente esquematizar la solicitud de información, la respuesta emitida por el Ente Obligado y los agravios formulados por el recurrente, en los siguientes términos:

	SOLICITUD DE INFORMACIÓN
	SOLICITUD DE INFORMACIÓN
	RESPUESTA DEL SUJETO OBLIGADO,
	INCONFORMIDAD DE LA RESPUESTA

	“Solicito, conocer, saber, Acceso, consulta a las Normativas que EXISTAN y en caso de NO EXISTIR me lo hagan saber y dar a conocer de manera escrita con una respuesta que tenga fundamentación y motivación, respecto a lo siguiente:

A. LAS INSTITUCIONES EDUCATIVAS O ESCUELAS DE EDUCACIÓN SUPERIOR PUBLICAS DEL ESTADO O DEL PAIS QUE NO ESTEN DOTADAS DE AUTONOMIA………

SOLAMENTE SEAN PUBLICAS Y PERTENENCIENTES A LA SECRETARIA DE EDUCACION PUBLICA, SECRETARIAS DE EDUCACION DE LOS GOBIERNOS DE LOS ESTADOS Y MAS DEPENDENCIAS GUBERNAMENTALES: FEDERAL, ESTATAL O MUNICIPAL.. TIENEN OBLIGACION  DE:

…”
	“1. SER SUJETOS OBLIGADOS CONFORME A LAS LEYES DE TRANSPARENCIA: General o Local vigente.” 


	UNIDAD DE VERIFICACIONES SISTEMA ESTATAL DE DOCUMENTACIÓN Y ARCHIVO. 


“En relación a lo solicitado, en cuanto a las preguntas dos y tres de su solicitud de información, se le informa que todos los sujetos obligados deben poner a disposición del público y en la Plataforma Estatal de Transparencia y Plataforma Nacional de Transparencia las obligaciones comunes que establece la misma Ley contenidas en los artículos 84 y las obligaciones especificas; en este caso le competen el articulo 85 fracción I, de la misma ley.  

Dichas obligaciones que deben estar publicadas en los medios electrónicos señalados y que le son aplicables a los sujetos obligados que menciona en su solicitud de información se encuentran contenidos en el Acuerdo CEGAIP-216/2017, S.E., aprobado Sesión Extraordinaria de Consejo del 8 de marzo del año en curso en el cual se aprueba las tablas de aplicabilidad que indican que fracciones del artículo 84 de la Ley de Transparencia le son aplicables a cada sujeto obligado. 

En cuanto a las evaluaciones de sus docentes o cuerpo docente, en las obligaciones comunes no se establece como tal dicha información, empero esto no exime a los sujetos obligados a proporcionar dicha información en caso de que se sea solicitado; resulta necesario puntualizar que la información de mérito se encuentra contenida en el artículo 89 fracción VIII, de la Ley en cita, no obstante dicho artículo es aplicable únicamente para las instituciones que educación  superior públicas dotadas de autonomía.

En cuanto a los recursos públicos que reciben de la federación, estados y municipios, todos los sujetos obligados deberán publicar de manera electrónica, lo que, según el acuerdo de tablas de aplicabilidad, le haya conferido, es decir, que derivado de lo establecido en el acuerdo citado se establece o no la obligación de publicar este tipo de información.”

  
DIRECTOR JURIDICO DE LA COMISIÓN ESTATAL DE GARANTÍA DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA DEL ESTADO.


“(…)

Ahora, en respuesta a dicho punto y de conformidad con el artículo 6°, apartado A, fracción I de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, establece que:

Artículo. 6o …

[…]

A. Para el ejercicio del derecho de acceso a la información, la Federación y las entidades federativas, en el ámbito de sus respectivas competencias, se regirán por los siguientes principios y bases:

I. Toda la información en posesión de cualquier autoridad, entidad, órgano y organismo de los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, órganos autónomos, partidos políticos, fideicomisos y fondos públicos, así como de cualquier persona física, moral o sindicato que reciba y ejerza recursos públicos o realice actos de autoridad en el ámbito federal, estatal y municipal, es pública y sólo podrá ser reservada temporalmente por razones de interés y seguridad nacional, en los términos que fijen las leyes. En la interpretación de este derecho deberá prevalecer el principio de máxima publicidad. Los sujetos obligados deberán documentar todo acto que derive del ejercicio de sus facultades, competencias o funciones, la ley determinará los supuestos específicos bajo los cuales procederá la declaración de inexistencia de la información. 

Y, en lo que toca a la Ley de General de Transparencia y Acceso a la Información Pública en sus artículos 11 y 12 refiere que:

ARTÍCULO 11. Toda la información en posesión de los sujetos obligados será pública, completa, oportuna y accesible, sujeta a un claro régimen de excepciones que deberán estar definidas y ser además legítimas y estrictamente necesarias en una sociedad democrática.

ARTÍCULO 12. Toda la información pública generada, obtenida, adquirida, transformada o en posesión de los sujetos obligados es pública y será accesible a cualquier persona, para lo que se deberán habilitar todos los medios, acciones y esfuerzos disponibles en los términos y condiciones que establezca esta Ley, la Ley Federal y las correspondientes de las Entidades Federativas, así como demás normas aplicables. 

Y en la Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado en sus artículos 11 y 12 establecen que:

ARTÍCULO 11. Toda la información en posesión de los sujetos obligados será pública, completa, oportuna y accesible, sujeta a un claro régimen de excepciones que deberán estar definidas y ser además legítimas y estrictamente necesarias en una sociedad democrática. 

ARTÍCULO 12. Toda la información pública generada, obtenida, adquirida, transformada o en posesión de los sujetos obligados es pública y será accesible a cualquier persona, para lo que se deberán habilitar todos los medios, acciones y esfuerzos disponibles en los términos y condiciones que establezca esta Ley; la Ley General; así como demás normas aplicables.
En el caso, las instituciones educativas que pertenecen tanto a las Secretarías de Educación Pública tanto federal como estatal- y que no son autónomas- son sujetos obligados en términos de los artículos citados, por ello, la información que generen, obtengan, adquieran, transformen o en su posesión será en principio pública, con sus excepciones de aquélla que sea confidencial o reservada (…)”
	“Con todo lo antes escrito y ACLARADO….Considero que la Respuesta resulto INCOMPLETA Y NO ESTA DEBIDAMENTE FUNDAMENTADA NI MOTIVADA por ese Órgano Público Autónomo, esto porque la Respuesta del INAI fue CORRECTA Y COMPLETA, FUNDAMENTADA Y MOTIVADA: Con el Art. 70 y Fracc.XL.

Por lo que toca a los RECUROS PUBLICOS, la respuesta fue aceptable, debido a que es y coincide con la respuesta del INAI….TODOS LOS RECURSOS PUBLICOS DEBEN SER PUESTOS A DISPOSICIÓN DEL PUBLICO Y PUBLICAR LOS EN MEDIOS ELECTRONICOS…..Lamentablemente los sujetos obligados: NO CUMPLEN Y EL EJEMPLO ES EL DIRECTOR DE LA BECENE…..Quien con sus NORMATIVAS INTERNAS……DICE: NO ESTAR OBLIGADO A CUMPLIR CON LA LEY DE LA MATERIA, DE ARCHIVOS Y MAS……..Pero es porque así se lo PERMITE EL GOBERNADOR DEL ESTADO…RESPONSABLE DE LA EDUCACIÓN ESTATAL, AL IGUAL QUE LA CEGAIP….porque CUMPLE LAS RESOLUCIONES CUANDO QUIERE, CON TARDANZA DE DIAS, MESES Y AÑOS. 

Respecto a las OBLIGACIONES DE LOS SUJETOS OBLIGADOS del Punto UNO (1) el escrito fue dirigido al solicitante de la Información (EL INNOMBRABLE), firmado por el Director Jurídico de la CEGAIP, Respuesta que fue Fundamentada y Motivada con numerales de la Ley General y Local, tal como lo hizo el INAI, estoy satisfecho y conforme, pero las  otras respuestas de la CEGAIP…fueron INCOMPLETAS Y NO FUNDAMENTADAS NI MOTIVADAS, menos se tuvo una LECTURA INTEGRAL de las Obligaciones de Transparencia Comunes y el Artículo 84 con sus 53 Fracciones y del Artículo 70 de la Ley General en sus 46 Fracciones, por lo que NO tuvo una Lectura de la Fraccion XL. 

…”

	
	“2. DEBEN PONER A DISPOSICIÓN DEL PUBLICO EN GENERAL Y PUBLICAR DE OFICIO COMPLETA Y ACTUALIZADA LA INFORMACION EN LOS MEDIOS ELECTRONICOS ….LAS EVALUACIONES DE SUS DOCENTES O CUERPO DOCENTE.” 


	
	

	
	“3. DEBE HACER LO MISMO DEL PUNTO: 2 DOS, CON LOS RECURSOS PUBLICOS QUE RECIBEN DE LA FEDERACIÓN, DEL ESTADO O DEL MUNICIPIO.”
	
	


CUARTO. Una vez establecido lo anterior, se procede al estudio de los agravios y argumentos vertidos, así como al análisis de las constancias aportadas, a fin de determinar si la respuesta otorgada por el sujeto obligado se encuentra debidamente fundada y motivada, conforme a lo dispuesto por la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.

Así las cosas, es necesario determinar que una solicitud de acceso a la información pública es una petición formulada por cualquier persona, física o moral, a los sujeto obligados donde se presuma tienen la información, a través de la cual se abre la posibilidad de consultar, sin necesidad de acreditar ningún tipo de interés, los documentos generados administrados y resguardados por éstos, tal cual se encuentra en sus archivos. Por lo tanto, los entes públicos no tienen la responsabilidad de elaborar documentos “ad doc”. En contraste, deben buscar y entregar la información requerida, de acuerdo con la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí. 
Así pues, el artículo 3, fracción XIX, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, señala que la información pública es aquella creada, administrada o en posesión de los sujetos obligados, exceptuando la clasificada como reservada o confidencial. 
Teniendo como base lo anterior, el análisis de lo solicitado por el hoy recurrente se tiene que, la naturaleza de la misma, refiere a un cuestionario presentado desde la perspectiva de las obligaciones de transparencia, en cuanto a que las instituciones educativas o escuelas de educación superior públicas del Estado que no estén dotadas de autonomía deben poner a disposición del público en general y publicar de oficio completa y actualizada la información en medios electrónicos las evaluaciones de los docentes o del cuerpo docente, así como el planteamiento si deben hacer lo mismo con los recursos públicos que reciben de la federación, estado o del municipio, peticiones que a todas luces no refieren a información que por su propia naturaleza sea pública y que haya sido generada en el ejercicio de funciones públicas y que, por consiguiente, se encuentre debidamente documentada, sino que refiere opiniones que deben ser solventadas por ente público. Concluyéndose que la información de referencia, no es susceptible de encontrarse en documentos público específicos, sino que en todo caso se generaría como producto de un análisis o estudio particular. 
Así pues se tiene que, al no ser éstos cuestionamientos una solicitud de información pública como tal, el ente público no cuenta con la documentación generada y viable que ampare y sustente una respuesta apegada a derecho, por lo que para darle veracidad a cada uno de sus actos debe ser de manera fundamentada u motivada las respuestas a su escrito de solicitud de información por parte del ente obligado. 

Aclarado lo anterior, resulta evidente que la Unidad de Verificaciones del SEDA respondió satisfactoriamente a la solicitud de información materia del presente recurso de revisión. Sin embargo, cabe resaltar que, en el escrito de manifestaciones que rindió ante esta Comisión de conformidad a los agravios manifestados por el recurrente, la Unidad de Verificaciones del SEDA señaló:

“De la respuesta que se le proporcionó al quejoso sobre el punto 2, se le indicó al solicitante que las evaluaciones de sus docentes o cuerpo docente, en las obligaciones comunes no se establece como tal dicha información, empero esto no exime a los sujetos obligados a proporcionar dicha información en caso de que les sea solicitado.


En su recurso el quejoso señala que la respuesta es incompleta ya que las fracciones XX y XLVII del artículo 84 de la Ley de Transparencia del estado contempla dicha obligación, no obstante, al realizar el análisis de dichas fracciones, y de acuerdo a lo establecido en los Lineamientos Técnicos Generales para la Publicación, Homologación y Estandarización de la Información de las Obligaciones Establecidas en el Título Quinto y en la fracción IV del Artículo 31 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, establece en su artículo 70 fracción XV, y su similar artículo 84 fracción XX de la Ley de Transparencia del Estado, refieren que dicha información refiere a todos los programas que desarrolla o regula y que impliquen subsidios, estímulos y apoyos en efectivo o en especie, esto se traduce en programas que, de acuerdo con la correspondiente normatividad, los sujetos obligados dirijan a la población para incidir en su bienestar y hacer efectivos sus derechos, esto es que refiere a programas sociales que en su caso van dirigidos a los ciudadanos, y en el caso no aplica para la información que fue solicitada por el quejoso, y que refiere a las evaluaciones a los docentes o su cuerpo docente. 

Para el caso del artículo 70 articulo XL, y su correlativo artículo 84 fracción XLVII de la Ley de Transparencia del Estado, que menciona al quejoso en su recurso de revisión, dicha fracción refiere a información que los sujetos obligados regulados por la Ley General de Contabilidad Gubernamental y por las disposiciones que emita el Consejo Nacional de Armonización Contable publiquen la información relacionada con los resultados de las evaluaciones de los programas a su cargo, de conformidad con los plazos y los términos previstos para tales efectos en el artículo 79 de la referida ley así como en la Norma para establecer el formato para la difusión de los resultados de las evaluaciones de los recursos federales ministrados a las entidades federativas, aplicables a la Federación, las entidades federativas, los municipios y, en su caso, las demarcaciones territoriales de la Ciudad de México, publicada por el Consejo Nacional de Armonización Contable, en el Diario Oficial de la Federación del 4 de abril de 2013, o sus subsecuentes modificaciones. 

En relación al párrafo anterior, las evaluaciones que refieren son las derivados del Plan Nacional de Desarrollo orientados al logro de la eficiencia, eficacia, económica y calidad en la Administración Pública Federal, y al impacto social del ejercicio del gasto público, tales como la evaluación de consistencia y resultados, evaluación de indicadores, evaluación de procesos, evaluación de impacto, evaluación específica y evaluación estratégica, esto, de conformidad con los artículos quinto y décimo sexto de los Lineamientos Generales para la Evaluación de los Programas Federales de la Administración Pública Federal.


En virtud de lo anterior, es que se le indicó al ahora quejoso que en las obligaciones comunes del artículo 84 de la Ley de Transparencia del Estado no encuadraba la información relativa a las evaluaciones docentes y se le informó de igual manera que dicha información se encontraba establecida dentro de las obligaciones específicas del artículo 89 fracción VIII, de la Ley en cita, no obstante, como se le dijo este artículo es aplicable únicamente para las instituciones que educación superior públicas dotadas de autonomía.


En relación a los recursos públicos, punto número 3 de la solicitud de información, el quejoso manifestó que la respuesta que se le proporcionó fue aceptable, motivo por el cual no se emite pronunciamiento de la misma.”

En este orden de ideas, a partir de las aclaraciones realizadas por el sujeto obligado, esta Comisión advierte que la confusión del recurrente al conocer la respuesta del sujeto obligado era razonable. Sin embargo, esta Comisión considera que la Unidad de Verificaciones del Sistema Estatal de Documentación y Archivos debió haber hecho del conocimiento del recurrente lo manifestado en su escrito de alegatos.


Por lo anterior, resulta procedente instruir al sujeto obligado a que ponga a disposición del recurrente una copia del escrito de alegatos presentado ante esta Comisión, con la finalidad de manera fundada y motivada responda a lo solicitado por el hoy recurrente en su escrito de solicitud de información.


En cuanto a la demás manifestaciones, de las constancias que obran en el expediente en que se actúa, se advierte que el ahora recurrente no señaló alguna inconformidad respecto el resto de la información que el sujeto obligado entregó, por el contrario, manifestó expresamente su aceptación de estar conforme con lo entregado, por lo que se actualiza un acto consentido. Lo anterior se corrobora con la siguiente tesis de jurisprudencia:


“ACTOS CONSENTIDOS TÁCITAMENTE. Se presumen así, para los efectos del amparo, los actos del orden civil y administrativo, que no hubieren sido reclamados en esa vía dentro de los plazos que la ley señala.”

4.1. Efectos de la Resolución.  
En esta tesitura, resultó que se configura la hipótesis previstas en el artículo 167, fracción XII de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado; En conclusión esta Comisión, con fundamento en el artículo 175, fracción II de la Ley en cita, Revoca la respuesta otorgada por el ente obligado y lo conmina al sujeto obligado a efecto de ponga a disposición del recurrente una copia del escrito de alegatos presentado ante esta Comisión por parte de la Unidad de Verificaciones del SEDA.

4.2. Plazo para el cumplimento de esta resolución.

Con fundamento en el artículo 175 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, este órgano colegiado le concede al ente obligado el plazo de cinco días para la entrega de la información, plazo que está Comisión de Transparencia considera que es suficiente para la entrega de la información por parte del ente obligado.

4.3. Informe sobre el cumplimento a la resolución. 

De conformidad con el artículo 177, segundo párrafo, el ente obligado deberá de informar a esta Comisión de Transparencia el cumplimento a la presente resolución en un plazo que no deberá de exceder de tres días siguientes a los cinco días que tiene para la entrega de la información en donde justificará con los documentos necesarios el cumplimento a lo aquí ordenado.

4.4. Medida de apremio en caso de incumplimiento a la resolución.

Esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública apercibe al ente obligado que en caso de no acatar la presente resolución, podrá ser acreedor de alguna de las medidas de apremio establecidas en el artículo 190 de la Ley de Transparencia, en virtud de que este órgano colegiado debe de garantizar el debido cumplimiento al derecho humano de acceso a la información pública.  

RESOLUTIVO
Por lo expuesto y fundado, SE RESUELVE:

ÚNICO. Se Revoca la respuesta del sujeto obligado por las razones y fundamentos expuestos en el considerando cuarto de la presente resolución
Así, por unanimidad de votos lo resolvió la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública, integrada por los Comisionados Paulina Sánchez Pérez del Pozo, licenciada Claudia Elizabeth Ávalos Cedillo y MTRO. Alejandro Lafuente Torres presidente, siendo ponente el primero de los nombrados, quienes en unión de la licenciada Rosa María Motilla García, Secretaria Pleno que da fe, firman esta resolución.  
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